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LA CADUCIDAD.

. separa de prescripcion y de preclusion.

. derechos caducables.

. efectos.

INFLUENCIA DEL TIEMPO EN LAS RELACIONES JURÍDICAS.

      Ha sido generalmente la necesidad de obtener una absoluta seguridad jurídica en las relaciones inter-partes lo que ha llevado al legislador a otorgar beligerancia al tiempo dentro del ámbito del derecho.

      De ahí la introducción de figuras como la prescripción, la caducidad o la preclusión. En este temas nos ocuparemos de todas ellas siendo necesario empezar por delimitar el ámbito de su aplicación, pues tanto su significación como su ámbito de vigente resultan distintos según el campo del derecho en que nos encontremos.

      El Ts ha separado reiteradamente los términos o plazos sustantivos de los procesales y ha sentado que solo admiten este último carácter los que tiene su origen o punto de partida en una actuación de igual clase, o sea lo que comienzan a partir de una notificación, citación, emplazamiento o requerimiento, pero no así cuando el plazo se asigna para el ejercicio de una acción (SS de 25 de Junio de 1968, 1 de Febrero de 1982 o 29 de Mayo de 1992 por citar solo algunas).

EL COMPUTO DEL TIEMPO.

. Art. 5.

      El cómputo del tiempo se inicia en las relaciones jurídicas, bien cuando se realiza un acto o bien cuando el interesado tiene conocimiento, real o presunto, de dicha realización.

      Cuando los plazos se fijan en relación a un día cierto su computo no ofrece duda; con el día finaliza el plazo, pero cuando se fija en relación a un numero de medidas de tiempo: días, meses o años, en tal supuesto hay dos posibles formas de computarlo:


* en forma natural, o sea de momento a momento.


* o en forma civil, o sea computando el plazo por días enteros que comienzan y terminan a medianoche.

      El Código Civil regula el cómputo en el Art. 5, a cuyo tenor:


"1) Siempre que no se establezca otra cosa, en los plazos señalados por días, a contar de uno determinado, quedara este excluido del computo, el cual deber  empezar en el día siguiente; y si los plazos estuviesen fijados por meses o años, se computaran de fecha a fecha. Cuando en el mes de vencimiento no hubiera día equivalente al inicial del cómputo, se entender  que el plazo expira el último del mes.


2) En el computo civil de los plazos no se excluyen los días inhábiles.".

. cómputo procesal y civil.

      Conforme a lo anterior en el computo civil no se excluyen los días inhábiles, que por contra si que son excluidos en el computo procesal de plazos y términos. Ello ha planteado el problema de dilucidar la naturaleza que pueden tener determinados plazos.

      La sentencia del TS de 10 de Noviembre de 1994 se ocupo de analizar un supuesto en que los estatutos de una asociación (aprobados por Decreto) concedían un plazo de 40 días para recurrir los acuerdos de la Junta General, y al aceptar su naturaleza civil (y no excluir por tanto ni los inhábiles, ni el mes de Agosto, que como se sabe es procesalmente inhábil en la jurisdicción civil) declaro:


"....como se ha dicho en sentencia de 1 de Febrero 1982, constante jurisprudencia de esta Sala, distinguiendo entre términos o plazos sustantivos y procesales tiene declarado (Sentencias de 24 Marzo 1897, 24 Octubre 1903, 23 Enero 1946, 21 Mayo 1951, 11 Febrero 1959, 14 Noviembre 1962, 22 Mayo 1965 y 25 Junio 1968) que solo ofrecen carácter procesal los que "tengan su origen o punto de partida en una actuación de igual clase" (Sentencia, ya citada, de 25 junio 1968), o sea que solo tiene carácter procesal los que comienzan a partir de una notificación, citación, emplazamiento o requerimiento, pero no cuando se asigna el plazo para el ejercicio de una acción.".

. computo de la edad.

      Interesantes a efectos de computo de la edad de las personas son las sentencias del TS de fecha 8 de Noviembre de 1960 y de 25 de Octubre de 1985 .En ellas, convocadas unas oposiciones para ingreso en la administración pública se exigía a los aspirantes no pasar de determinada edad (26 y 30 años), presentándose en ambos casos solicitudes por recurrentes que contando con esas edades ya cumplidas no habían celebrado todavía su siguiente aniversario. En la última de ellas se dice :


"es lo cierto que siempre se entiende en sentido usual y corriente que no excede de una edad (en aquel caso 26 años), hasta que se cumple la siguiente (los 27 años) pues la edad de las personas se computa por años y solo se entiende que exceden de 26 años los que han cumplido 27, y aplicando esta doctrina al caso presente dada la similitud de circunstancias, por el principio de unidad doctrinal consagrado en el Art. 102 b) de la Ley reguladora de la Jurisdicción, es procedente mantener el mismo criterio y declarar que el recurrente reunía la condición de no haber excedido de los 30 años de edad al no haber cumplido los 31 años, y por consiguiente dar lugar al recurso.....".

LA PRESCRIPCIÓN Y SUS CLASES.

    Los glosadores intentaron encerrar en un concepto unitario a la prescripción, haciéndole abarcar todas aquellas instituciones que suponen una influencia directa del tiempo en las relaciones jurídicas, sin embargo con la pandectística empezaron a diferenciarse las figuras implicadas, y hoy separamos entre:


* la usucapión, objeto de estudio en otro tema.


* la caducidad y la preclusión objeto de estudio en este mismo tema en diferente epígrafe.


* la prescripción extintiva, también objeto de epígrafe especial.


* el no uso.


* la prescripción presuntiva.

    De las anteriores figuras solo las dos últimas no tienen un apartado especial en el temario por lo que analizándolas mas concretamente diremos, en cuanto al;

. no uso.

    Que solo en fecha reciente se le ha separado de la prescripción extintiva al apreciarse que en los derechos personales hay un sujeto directamente obligado que tiene un interés particular en la extinción de la obligación y frente al que cabe realizar los actos interruptivos. En caso de producirse la prescripción, ser  él quien ostente legitimación para alegarla.

    En cambio en el caso del dominio, derecho real por excelencia, fuera del caso de usucapión por tercero, no hay nadie interesado en que se declare su extinción. El titular podría dejar improductiva la cosa sin llegar a abandonarla y no habría remedio contra ello.

    En los derechos reales de disfrute, como el usufructo y las servidumbres venia admitida la regla de la extinción por el no-uso, como recoge el Art. 546-2º, y esta posibilidad ha ido extendiéndose por la legislación especial al  ámbito del dominio, así:


* conforme al Art. 20 de la Ley de Minas de 21 de Julio de 1973 se puede privar al propietario del aprovechamiento de recursos mineros de la Sección a) cuando no los explote por si mismos.


* Según la legislación del suelo lo mismo le puede ocurrir a quien no edifique en tiempo oportuno.


* Y conforme al Art. 25 de la Compilación Navarra; 


"Los derechos pueden extinguirse por la falta de uso en los casos previstos por el pacto, la costumbre o la ley.".

EXAMEN ESPECIAL DE LA PRESCRIPCION EXTINTIVA.

. concepto y naturaleza.

. elementos personales.

. elementos reales.

. elementos formales.

. plazos ; Art. 1962 a 1968.

. su computo.


+ Art. 1969 desde día de ejercicio.



* daños continuados.



* contratos de uso continuado.



* acción derivada de delito.



* casos dudosos.


+ Art. 1970 en reclamación al capital.


+ Art. 1971 si hay sentencia .


+ Art. 1.972 en rendición de cuentas.

. su interrupción.


+ Art. 1973 reclamación o reconocimiento.


+ Art. 1974 solidarios y mancomunados.


+ Art. 1975 fiador.

. Declaraciones jurisprudenciales.



* por mandatario verbal.



* por telegrama.



* acto de conciliación.



* fecha de reparto.



* demanda de pobreza.



* petición de procurador de oficio.

. art 1974 (solidarias).

. art 1975 (fiador).

. ¿efectos procesales o civiles?.

. renuncia.


+ 1.935 a la ganada.


+ 1.937 no perjudica a acreedores.

. interpretación estricta.

------------------------------------------------------

. concepto y naturaleza.

     Federico De Castro la define como el "modo de extinguirse los derechos y acciones por el mero hecho de no dar señales de vida durante el plazo fijado por la ley.".

     En el C Ci esta regulada en el mismo título que la usucapión, lo que hace necesario diferenciarlas. Aquella se centra en la posesión, en una actividad y concluye con la adquisición de un derecho. La prescripción en cambio atiende al mero no hacer del titular de un derecho y termina con la extinción de este.

. elementos personales.

Art 1932;


"Los derechos y acciones se extinguen por la prescripción en perjuicio de toda clase de personas, incluso las jurídicas en los t‚términos prevenidos por la ley.".


Queda siempre a salvo a las personas impedidas de administrar sus bienes el derecho para reclamar contra sus representantes legítimos, cuya negligencia hubiese sido causa de la prescripción.".

Art 1934:


"La prescripción produce sus efectos jurídicos a favor y en contra de la herencia antes de haber sido aceptada y durante el tiempo concedido para hacer inventario y para deliberar.

. elementos reales.

Art 1.930 p 2;


"También se extinguen del propio modo por la prescripción los derechos y acciones de cualquier clase que sean.".

Hay sin embargo que añadir el art 1.936;


"Son susceptibles de prescripción todas las cosas que est n en el comercio de los hombres.".

y el art 1.965;

"No prescribe entre coherederos, condueños o propietarios de fincas colindantes la acción para pedir la partición de la herencia, la división de la cosa común o el deslinde de las propiedades contiguas.".

. elementos formales.

Recogida en el art 1.961;

"Las acciones prescriben por el mero lapso de tiempo fijado por la ley.".

. plazos.

     1) Para los bienes inmuebles el plazo viene recogido por el articulo 1962:


"Las acciones reales sobre bienes muebles prescriben a los seis años de perdida la posesión, salvo que el poseedor haya ganado por menos termino el dominio, conforme al articulo 1.955, y excepto los casos de extravio y venta publica, y los de hurto o robo, en que se estar  a lo dispuesto en el p párrafo tercero del mismo articulo citado.".

     2) Para los inmuebles el art 1963 prevé:


"Las acciones reales sobre bienes inmuebles prescriben a los treinta años.


Entiéndese‚ esta disposición sin perjuicio de lo establecido para la adquisición del dominio o derechos reales por prescripción.".

     3) Para las acciones hipotecarias el art 1.964 señala un plazo de 20 años si bien hay que tener en cuenta que serán diez para la hipoteca naval y 3 para la hipoteca mobiliaria y prenda sin desplazamiento.

      Este plazo es también el que la sentencia del TS de 17 de Marzo de 1994 aplica a la acción en cuya virtud se reclama el principal y los intereses moratorios derivados del incumplimiento de póliza de crédito‚ intervenida por corredor de comercio. En cambio la misma sentencia declara que, habiéndose‚ de satisfacer los intereses ordinarios en plazos concretos y por cuantías determinadas, a ellos  les resulta aplicable el plazo de cinco años previsto en el art 1966 nº 3.

      4) Para las acciones de carácter  personal que no tengan señalado termino especial de prescripción, el articulo 1964, prevé el de 15 años.

      Entre estas acciones personales hay que incluir:

      * la que permite exigir responsabilidades civiles derivadas de ilícitos penales (TS 3 de Marzo de 1988, y 1 de Abril de 1990 entre otras muchas).

      Hay que tener sin embargo en cuanta que el plazo de 15 años solo regirá en aquellos casos en que haya sentencia penal condenatoria, muerte del reo o indulto, pues en aquellos otros casos en que hay absolución, sobreseimiento provisional o archivo de diligencias la acción civil que se ejercite será la derivada del art 1902 que prescribe al año conforme al art 1968 (TS 22 de Septiembre de 1996. A. 6818).

      Dentro de la prescripción de responsabilidades civiles derivadas de delito, merece destacarse el supuesto especial de indulto, contemplado por la sentencia de 10 de Mayo de 1993, conforme a la cual:


"Primera: Que es doctrina reiteradamente sentada por esta Sala la de que emanando la acción ejercitada del sobreseimiento de causa penal por indulto anticipado, o sea, sin haber llegado al tramite de sentencia, con reserva al perjudicado de la correspondiente acción civil, esta tiene su base causal en el art 1089 del Código civil, sin afectarle el plazo de 1 año establecido en el art 1968, 2 del mismo cuerpo legal, por contraerse dicho precepto a meras obligaciones derivadas de culpa o negligencia, ya que como tiene declarado esta Sala en S de 21 de Marzo de 1984, el segundo precepto solo afecta a las acciones que contempla entre las que no esta la nacida ex delicto.....


Segunda: Que es igualmente doctrina jurisprudencial que el indulto no comprende ni puede comprender la sanción reparadora en favor del ofendido, porque su contenido no afecta a la indemnización civil patrimonial para resarcir los daños y perjuicios originados por el delito, que tiende directamente a conceder derechos familiares de peculiar naturaleza que se acercan más a los públicos que a los privados.".

      * la obligación de pagar intereses (TS 24 de Mayo de 1918, 20 de Febrero de 1925, 3 de Junio de 1932 y 3 de Febrero de 1994).

      * la que permite reclamar daños y perjuicios derivada de una negligente prestación de servicios, así y para el actuar de los notarios, la sentencia de 6 de Mayo de 1994 dice:


"Que, en principio, la relación que liga al notario con aquel que requiere su actuación, adopta la forma de arrendamiento de servicios, sin que a ello obste ni el carácter  público de la función que cumple aquel, al dar fe de lo que se recoge en las escrituras o actas por el redactadas y firmadas, ni menos aun la obligatoriedad de aceptar el encargo que al mismo se le encomienda, por lo que, siendo de arrendamiento de servicios la relación contractual que liga a notarios y clientes, carácter  este último que, en este caso, no concurría en el actor, a quien no competía la notificación del traspaso, las acciones que de la misma se deriven tendrán, de acuerdo con lo dispuesto en el articulo 1964, el plazo de prescripción de 15 años, no transcurridos en el caso que nos ocupa, cuando el actor ejercitó su acción de reclamación de daños.".

     5) Según dice el art 1.966;


"Por el transcurso de cinco años prescriben las acciones para exigir el cumplimiento de las obligaciones siguientes;


1) La de pagar pensiones alimenticias.


2) Las de satisfacer el precio de los arriendos, sean estos de fincas rústicas o urbanas.


3) La de cualesquiera otros pagos que deban hacerse por años o en plazos más breves.".

     6) El art 1.967 dice que;


"Por el transcurso de 3 años prescriben las acciones para el cumplimiento de las siguientes obligaciones;


1) La de pagar a los Jueces, abogados, Registradores, Notarios, Escribanos, peritos agentes y curiales sus honorarios y derechos y los gastos y desembolsos que hubiesen realizado en el desempeño de sus cargos u oficios en los asuntos a que las obligaciones se refieran.".

      Respecto a los honorarios de abogados, la prescripción trienal viene referida a las relaciones abogado-cliente, pero no al crédito‚ que el abogado ostente contra la parte contraria condenada en costas, pues este al derivar de la sentencia no tiene un plazo especial de prescripción señalado por lo que haber  que aplicar le de 15 años previsto en el art 1964.

      La Sentencia del TS de 15 de Marzo de 1994 declara que el inicio del plazo hay que computarlo en el momento en que finaliza el procedimiento y no cuando se presenta el escrito inicial.


"2) La de satisfacer a los farmacéuticos‚ las medicinas que suministraron, a los profesores y maestros sus honorarios y estipendios por la enseñanza que dieron o por el ejercicio de su profesión, arte u oficio.


3) La de pagar a los menestrales, criados y jornaleros el importe de sus servicios y el de los suministros o desembolsos que hubiesen hecho concernientes a los mismos.


4) La de abonar a los posaderos la comida y habitación y a los mercaderes el precio de los géneros vendidos a otros que no lo sena, o que si‚siéndolo se dediquen a distinto tráfico .


El tiempo para la prescripción de las acciones a que se refieren los tres párrafos anteriores se contara desde que dejaron de prestarse los respectivos servicios.".

      El precio de generos vendidos por mecaderes a quienes no lo sean puede suponer un contrato de credito entre las partes, en cuyo caso el plazo de prescripción no sera el aqui establecido sino el ordinario. Tal es el supuesto contemplado por la sentencia del TS de 6 de Octubre de 1997 (A 7091) en que por una gasolinera se reclamaban suministros contratados a traves de una tarjeta de credito.

      7) Conforme al nº 1 del art 1968 prescriben por el transcurso de 1 año:


"1) La acción para recobrar o retener la posesión."

      8) Conforme al número 2 del mismo precepto, prescriben en id‚idéntico plazo:


"2) La acción para exigir la responsabilidad civil por injuria o calumnia y por las obligaciones derivadas de la culpa o negligencia de que se trata en el art 1902, desde que lo supo el agraviado.

     De entre las acciones por responsabilidad extracontractual derivadas del art 1.902, merece destacarse la doctrina jurisprudencial relativa al inicio de la prescripción extintiva en dos supuestos:

      * En cuanto a los casos de accidentes que comportan la apertura de diligencias penales, la prescripción se ve paralizada por el tiempo que estas duran y en el caso de archivarse el inicio del computo no ser  producir  cuando el auto de archivo se comunique a la parte, ni siquiera cuando gane firmeza, sino que haber  que referirlo;


"a la fecha del auto ejecutivo o de fijación de la cantidad máxima exigible con cargo al seguro obligatorio, último trámite del procedimiento sancionador. Esta doctrina jurisprudencial ha obtenido carta de naturaleza a través‚ de un numeroso cuerpo de sentencias, que además s de las ya citadas en la resolución recurrida, pueden completarse con los de 1 de Marzo y 8 de Octubre de 1982, 28 de Abril y 27 de Mayo de 1983, 26 de junio de 1984 15 de Abril de 1987 etc...". (TS 9 de octubre de 1990. Y en el mismo sentido la de 14 de Octubre del mismo año).

      * En el caso de accidentes que dejen secuelas susceptibles de mejora, la prescripción tampoco se inicia sino cuando definitivamente pueda conocerse el alcance de estas. Valga por todas, la sentencia de 26 de Septiembre de 1994;


"....ha de tenerse en cuenta la reiterada doctrina de esta Sala, con arreglo a la cual en los supuestos de lesiones que dejan secuelas físicas o psíquicas susceptibles de curación o de mejora, mediante el oportuno tratamiento continuada de las mismas, el cómputo del plazo para el ejercicio de la correspondiente acción de responsabilidad civil por culpa extracontractual no puede comenzar a contarse desde la fecha del informe de sanidad o de alta, en el que se consignen o expresen las referidas secuelas, sino que ha de esperarse a conocer el alcance o efecto definitivo de estas, consecuente al tratamiento que de las mismas se ha venido haciendo, en cuyo supuesto la fijación del dies a quo, para la computación del plazo prescriptivo de la acción, ha de determinarlo el juzgador de instancia con arreglo a las normas de la sana critica, en cuanto que el artículo 1969 del Código Civil no es, a estos efectos, un precepto imperativo y si de "ius dispositivum".".

. su computo.

     Para la iniciación del computo de estos plazos nuestro código establece la regla general en el art 1969:


"El tiempo para la prescripción de toda clase de acciones, cuando no haya disposición especial que otra cosa determine, se contará desde el día en que  pudieron ejercitarse.".

     Más concretamente señalaremos que:

      A) El cómputo para la prescripción de acción por daños continuados se inicia en el momento en que el total resultado dañosos fue cuantitativamente conocido por el perjudicado (TS 29 de Noviembre de 1982 y otras que cita).

     Y en cualquier caso hay que atenerse en principio, al momento en que se conozcan de modo definitivo los efectos del quebranto padecido, salvo como dice la sentencia del TS de 15 de Julio de 1991 que subsistan secuelas físicas o psíquicas susceptibles de mejora (TS 8 de Noviembre de 1988 y 25 de Junio de 1990 entre otras).

      B) Que en los contratos de ejecución continuada o sucesiva (o sea los contratos de suministros por ejemplo) las acciones derivadas de su cumplimiento no comienzan a prescribir hasta que el contrato haya quedado completamente extinguido o resuelto (TS 5 de Mayo de 1989, 12 de Febrero de 1990). Más concretamente la sentencia de 21 de Diciembre de 1991, referida a un contrato de suministro señala como momento para iniciar el computo de la prescripción el de la última de las ventas llevadas a cabo.

     C) La acción civil derivada de la existencia de un delito iniciara el computo de su prescripción desde la sentencia en que se reconozcan los hechos que le dan origen, sin que la posterior existencia de un indulto la extinga (TS 1 de Abril de 1990).

     La sentencia de 14 de Mayo de 1990 especifica todavía más: cuando la notificación de la sentencia penal absolutoria se haya hecho primero a los procuradores y luego personalmente a los interesados, ser  esta segunda notificación, aunque innecesaria la que señale el inicio del computo para la prescripción, pues resulta inoperante que tal notificación hubiera sido no procedente (a la vista del art 160 de la LECr), pues tuvo lugar;


"sin que se anulase por ulterior disposición de oficio por el Tribunal que la ordeno y sin que conste protesta alguna por los afectados....".

   También‚ en el caso de sobreseimiento de las diligencias penales hay que atender a la fecha en que se notifico el auto a la parte interesada (TS 31 de Enero, 9 de Mayo de 1986 y 15 de Julio de 1991), notificación que conforme al Auto del Ts de 11 de febrero de 1997 (que cita la sentencia del constitucional 220 de 1993) deber  de notificarse al perjudicado "aunque no se hubiera personado".

      Además s no reabre el plazo, ni lo paraliza el hecho de que tras su archivo, vuelvan posteriormente a abrirse las diligencias a instancia de parte pues como dice la sentencia de 20 de Enero de 1992;


"...no se diga que la reapertura del sumario operaba con efectos de interrupción porque como dice la doctrina de esta Sala.....la reapertura de las actuaciones sumariales a instancia del perjudicado, no es h hábil para que adquiera viabilidad la acción extinguida, dado que admitir lo contrario llevaría a la consecuencia absurda de que bastaría cualquier intento por parte del perjudicado para que la prescripción operada quedara sin efecto, con mengua de la seguridad jurídica que justifica el instituto de la prescripción extintiva.".

      D) En los casos dudosos la sentencia del TS de 3 de Diciembre de 1993 declara que:


"....la indeterminación del día inicial, o las dudas que sobre el particular puedan surgir, no deben en principio resolverse en contra de la parte a cuyo favor juega el derecho reclamado, según tiene también establecido este tribunal (véase S 10-3-1989).".

      E) Que el daño se ocasiona en el momento en que efectivamente los tribunales admiten su existencia.

      La Sentencia del TS de 6 de Mayo de 1994 se ocupo de un supuesto en que por vía notarial se comunico al propietario de un inmueble el traspaso de su arrendamiento, practicándose  la notificación fuera del plazo de 8 días que prevé el art 32 de la L.A.U por lo que el arrendador solicito y obtuvo la resolución del arrendamiento, ante ello se reclamo al notario daños y perjuicios por su negligente actuar y el TS admitió que el día del inicio del computo para considerar prescrita la acción de reclamación de daños;


"...no es, como pretende el recurrente, el de la fecha extemporánea de la notificación litigiosa, sino el de aquel en que se produjo la realidad del daño cuyo resarcimiento se pretende en la demanda, esto es, el de la fecha en la que por pronunciamiento jurisdiccional firme se declaro resuelto y extinguido el contrato de arrendamiento por causa de no haber practicado entonces el aquí¡ demandado señor P.G. dentro del termino legal de ocho días siguientes al otorgamiento de la escritura, la notificación del traspaso al arrendador, o en definitiva a la persona que materialmente cobre la renta, como previene el art 32.6 de la L.A.U.".

Y como reglas especiales sienta el Código Civil.

Art 1970:


"El tiempo para la prescripción de las acciones que tienen por objeto reclamar el cumplimiento de obligaciones de capital con intereses o renta, corre desde el ultimo pago de la renta o del interés.


Lo mismo se entiende respecto al capital del censo consignativo.


En los censos enfitéutico y reservativo se cuenta asimismo el tiempo de la prescripción desde el último pago de la pensión o renta.".

Art 1971.

"El tiempo de la prescripción de las acciones para exigir el cumplimiento de obligaciones declaradas por sentencia, comienza desde que la sentencia quedo firme.".

      Cualquiera que sea el plazo de prescripción del derecho reconocido por la sentencia, al dictarse esta se altere su naturaleza; ya no se trata de una obligación a la que se señale plazo especial de prescripción y por tanto se reabre un nuevo plazo (el general de 15 años) para exigir su cumplimiento. Postura que ha sido adoptada por el TS en dos viejas sentencias: la de 15 de Diciembre de 1908 y la de 22 de Abril de 1915, conforme a ellas y tal como decimos, la ejecutoria que recae, cualquiera que sea la naturaleza de la acción, constituye un nuevo título, del que deriva la acción personal para el cumplimiento de la resolución judicial distinta de la primitiva en que se bajo el litigio y por lo tanto, es de aplicación el art 1964, o sea que son quince años el término de la prescripción.

Art 1972:


"El término de la prescripción de las acciones para exigir la rendición de cuentas corre desde el día en que cesaron en sus cargos los que debían rendirlas.


El correspondiente a la acción por el resultado de las cuentas desde la fecha en que fue este reconocido por conformidad de las partes interesadas.".

. su interrupción.

   Se entiende por tal el hecho de quedar destruido el curso de la prescripción, de suerte que el plazo debe volver a empezar a correr, sin que cuente el tiempo transcurrido antes.

   No hay que confundir la interrupción con la suspensión. En este última la prescripción queda paralizada, pero al reanudarse, el tiempo antes transcurrido conserva eficacia y cuenta para el cómputo del plano. Nuestro Código no admite la figura de la suspensión, pero con carácter  excepcional fue recogida por ejemplo en la Ley de 1 de Abril de 1939 que consideró "es lege" y con efecto retroactivo, suspendidos los plazos de prescripción de aquellos derechos que no pudieron ser ejercitados a causa de la guerra civil. La Sentencia de 12 de Junio de 1997 (A 4769) se ocupa de ella;


"A su vez, la suspensión de la prescripción paraliza ‚esta, no corre el tiempo para la misma, pero no inutiliza el ya transcurrido y as¡, cuando desaparece la causa de suspensión, se reanuda el computo de prescripción. Pero el Código Civil no la admite y han desaparecido antiguos supuestos en que se daba. Tan solo existe cuando alguna especifica y excepcional norma la ha establecido. Trata de la suspensión la Sentencia de 31 enero 1986 (RJ 1986, 444), que dice: "el acto interruptivo tiene como efecto capital la necesidad de que el tiempo de prescripción haya de contarse de nuevo por entero, pues a diferencia del instituto de la suspensión, que simplemente paraliza el plazo concediendo eficacia al tiempo ya transcurrido para sumarlo al posterior a la cesión del fenómeno suspensivo, la interrupción elimina ese recurso de manera que el lapso legal de prescripción ha de ser iniciado en su cuenta una vez desaparecida la causa que tal interrupción produjo.". En el presente caso, no ha habido suspensión, sino interrupción de la prescripción por el ejercicio de una acción penal y por reclamación extrajudicial en via administrativa, tal como prevén el artículo 114 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal y el artículo 1973 del Código civil.".

Los motivos de interrupción los da el art 1.973:


"La prescripción de las acciones se interrumpe por su ejercicio ante los Tribunales, por reclamación extrajudicial del acreedor y por cualquier acto de reconocimiento de la deuda por el deudor.".

. Declaraciones concretas de la Jurisprudencia son:


1) Que la interrupción se puede verificar incluso mediante mandatario verbal (TS 18 de Enero y 6 de Diciembre de 1968, 27 de Enero de 1969, 10 de Octubre de 1972 y 9 de Diciembre de 1983).


2) Que el telegrama, correctamente dirigido, tiene plena eficacia interruptiva como reclamación extrajudicial, (TS 10 de Octubre de 1982 y 16 de Marzo de 1981 entre otras), presumiéndose‚ que llego a su destino por el principio de normalidad de los hechos ("quod plerum que accidit".).

      La sentencia del TS de 24 de Diciembre de 1994 declara que:

      "...adverados en autos los telegramas emitidos por la actora, mediante las certificaciones del Servicio Telegráfico y remitidos aquellos cuando aún no había transcurrido el plazo de un año que establece el artículo 1968, 2º del Código Civil para la prescripción de esta clase de acciones, no es suficiente una simple negativa de los demandados acerca la falta de recepción de los telegramas para imponer a la actora que tuvo actuación correcta inicial, la obligación de probar esa efectiva recepción cuando no existía elemento alguno de juicio que pudiera hacer pensar en tal falta de recepción al no haber sido devueltos por el Servicio de Correos, sino que, por el contrario, ha de entenderse que pesaba sobre los demandados la obligación de probar que quienes recibieron esas comunicaciones no tenían relación alguna con ellos....".


3) Que el acto de conciliación tiene plena eficacia interruptiva, sin que pueda considerarse de peor condición que las reclamaciones extrajudiciales (TS 25 de Marzo de 1987 y 18 de Septiembre de 1987) por lo que surte efectos interruptivos aun cuando no va seguida de la oportuna demanda (TS 13 de Febrero de 1990 y 15 de Diciembre de 1993), sin embargo interponer esta demanda si es requisito necesario en la prescripción adquisitiva.


4) Que cuando en el escrito de demanda no consta la fecha de presentación, sino la diligencia de reparto, la fecha a la que habrá  que atender para computar la prescripción, es aquella en que dice haberse firmado el escrito y no a la que consta en la diligencia de reparto, pues esta;



"...es únicamente de apreciar con exactitud en cuanto a la fecha de reparto, que es a la que corresponde, y no a la de presentación de la expresada demanda, que puede y suele ser anterior a la correspondiente a la diligencia de reparto, y el no entenderlo así significaría vulneración del principio de logro de tutela judicial efectiva que consagra el artículo 24 de la Constitución Española." (TS 23 de Mayo de 1990).


5) Que igualmente la interrumpe la interposición de la demanda de pobreza (27 de Mayo de 1983, 17 de Marzo de 1986, 9 de Julio de 1988 y 7 de Febrero de 1991.


6) O la solicitud de procurador de oficio (TS 26 de Diciembre de 1995 (A. 9400).

      Y como reglas especiales en materia de interrupción de la prescripción, sigue diciendo el código:

. art 1974 (solidarias).


"La interrupción de la prescripción de acciones en las obligaciones solidarias aprovecha o perjudica por igual a todos los acreedores y deudores.


Esta disposición rige igualmente respecto a los herederos del deudor en toda clase de obligaciones.


En las obligaciones mancomunadas, cuando el acreedor no reclama de uno de los deudores más que la parte que le corresponda, no se interrumpe por ello la prescripción respecto a los codeudores.".

. art 1975 (fiador).


"La interrupción de la prescripción contra el deudor principal por reclamación judicial de la deuda, surte efecto también contra su fiador, pero no perjudicará a este la que se produzca por reclamaciones extrajudiciales del acreedor o reconocimientos privados del deudor.".

. ¿efectos procesales o civiles?.

   Ha  sido muy discutido a que afecta la prescripción: si al derecho mismo, a la posibilidad de ejercitarlo en cualquier forma o solo a la pretensión procesal.

     La cuestión no solo es académica‚ sino de gran trascendencia práctica. Así:


1) En el derecho alemán, donde se entiende que la prescripción afecta solo a la pretensión, el parágrafo 390 del B.G.B permite oponer en compensación un crédito prescrito, si antes de consumarse la prescripción concurrían todos los requisitos necesarios para compensarlo.


2) Esta misma postura es mantenida en España por Diez Picazo en su monografía "La prescripción el código civil" , pero De Castro y con ‚l la mayoría de la doctrina y de la jurisprudencia entienden que, en el sistema español, la prescripción extingue el derecho mismo, con todos sus accesorios y con efecto retroactivo.

      Este efecto se produce "ipso iure", es decir, sin necesidad de declaración judicial. Pero dado el sistema de justicia rogada vigente en España, el juez no podrá  apreciar la existencia de la prescripción si el interesado no la alega.

. renuncia.

   Por último la prescripción quedar  extinguida por la renuncia, haciendo resurgir el derecho perdido. El c Ci regula esta figura en el art 1935:


“Las personas con capacidad para enajenar pueden renunciar la prescripción ganada, pero no el derecho de prescribir para lo sucesivo.


Entiéndese‚  tácitamente renunciada la prescripción cuando la renuncia resulta de actos que hacen suponer el abandono del derecho adquirido.".

Y el Art. 1937 añade que:


"Los acreedores y cualquiera otra persona interesada en hacer valer la prescripción, podrán utilizarla a pesar de la renuncia expresa o tácita del deudor o propietario.".

. interpretación estricta.

   Como dice la Sentencia de la A.T. de Barcelona de 7 de Mayo de 1986 (Sala III Sentencia 49):


"la materia de prescripción como limitación al ejercicio tardío de los derechos en beneficio de la seguridad jurídica y carente de un fundamente de justicia intrínseca no solo no ha de ajustarse a una aplicación técnicamente desmedida sino que incluso ha de ser objeto de un tratamiento fuertemente restrictivo, doctrina jurisprudencial recogida en numerosas resoluciones (27 de Junio y 17 de Diciembre de 1979, 16 de Marzo de 1981, 7 de Julio y 8 de Octubre de 1982, 31 de Enero, 9 de Marzo y 9 de Diciembre de 1983, 2 de Febrero, 1 y 16 de Julio de 1984, 22 de Marzo, 6 de Mayo, 21 de Junio, 12 de Julio y 19 de Septiembre de 1985 entre otras), hasta el punto de considerarse ya un apotegma jurídico (Sentencias de 23 de Octubre de 1983 y 16 de Julio de 1984).

      Consecuencia de esta interpretación restrictiva es la imposibilidad de apreciarla de oficio, como recuerda la sentencia del TS de 31 de Octubre de 1995 entre otras muchas.

      Por otro lado la sentencia de 15 de Marzo de 1993 atribuye efectos interruptivos a la realización de numerosas actividades que curiosamente no se acreditan hubieran llegado nunca a conocimiento del demandado, pero parece partir de la base de que este conocimiento tuvo que ser conocido por el demandado habida cuenta de la multiplicidad de acciones que había llevado a cabo el actor y declara que:


"En el presente supuesto litigioso, aparecen acreditadas muy numerosas y sucesivas actuaciones extrajudiciales y administrativas practicadas por el actor (reclamaciones al Ayuntamiento de Bechi en 1974, 1975, y 1980 para que se obligara a los propietarios de las fabricas a adoptar las medidas correctoras o eliminadoras de las emisiones de gases y polvos arcillosos: informes periciales emitidos, a petición del actor, en cada uno de los años de 1973 a 1986, en los que consta el estado cada vez mas deteriorado de la plantación de naranjos de la finca del actor, actas notariales levantadas a petición del mismo actor, en los años 1979, 1981 y 1985, acreditativas del estado de la finca), cuyas actuaciones sucesivas eliminan o excluyen toda idea de abandono o dejación por parte del actor de la acción que le correspondía, para ejercitarla en su momento oportuno.".

LA CADUCIDAD.

. concepto.

       Se entiende por caducidad la extinción de los derechos por el mero transcurso de un plazo, fijado por la ley o por las partes sin haberlos ejercitado.

     Se diferencia de la prescripción en los siguientes motivos:


a) La caducidad puede tener origen legal o voluntario.


Pues como dice la sentencia del Ts de 29 de Mayo de 1992: "La caducidad o decadencia de derecho surge cuando la ley o la voluntad de los particulares señalan un plazo fijo para la duración de un derecho".


b) Puede ser apreciada de oficio por el Juez, aunque no la alegue el interesado, pues dice la sentencia del Ts de 22 de Mayo de 1990:



"Que tratándose del instituto de la caducidad, una constante doctrina jurisprudencial viene reconociendo su actuación automática, siempre apreciable de oficio, de tal manera que opera "ex lege" para determinar la perdida de un derecho o acción por su no ejercicio durante el plazo señalado por la Ley, sin que las partes y los Tribunales puedan contener su actividad y consecuencias extintivas, que se producen por el mero transcurso del tiempo, sin mas, y sin que sea preciso, al contrario de lo que sucede en la prescripción, su alegación por las partes a través de la correspondiente excepción, alegada en tiempo y forma.".


c) El plazo de caducidad no admite interrupciones ni suspensiones. La única forma de evitar su efecto es ejercitando la acción con éxito.


Y se determinan incluyendo en el los días inhábiles (TS 11 de octubre de 1963) lo que además se justifica por no poder entenderse que el plazo de caducidad sea un plazo procesal, al no haber comenzado aun el tracto del proceso por no haberse interpuesto la demanda (TS 22 de Mayo de 1990.

      Otra figura muy relacionada con la caducidad es la preclusión.

       En general podemos decir que la caducidad extingue un derecho ya nacido, mientras que la preclusión impide que nazca, cerrando la posibilidad de realizar con eficacia jurídica un acto determinado.

       En ocasiones la distinción es muy borrosa; así en caso de no realizarse el protesto o la presentación a cámara de compensación de una letra de cambio;¿hay caducidad de un derecho cambiario o preclusión de una diligencia previa?.

       Basándose en estas confusiones, Alas, De Buen y Ramos han negado toda diferencia entre ambas figuras, diciendo que la preclusión no es sino la caducidad del derecho a realizar un acto.

       Sin embargo la doctrina moderna vuelve a adoptar la distinción. Porpeta (Caducidad y prescripción. Valencia 1949) define el plazo de preclusión en sentido amplio como el que la ley concede para ejecutar ciertos actos preparatorios de un resultado jurídico ulterior, el cual debe producirse a su vez mediante una nueva intervención o actuación del sujeto interesado. Por ejemplo, el acto preparatorio seria la protocolización del testamento ológrafo y el resultado ulterior la adquisición de la herencia a través de la aceptación.

      La sentencia de 29 de Mayo de 1992 admite su diferenciación de la prescripción, pero no así de la preclusión, institución esta ultima a la que la identifica, diciendo que la caducidad señala:


"...un plazo fijo para la duración de un derecho, de tal modo que transcurrido no puede ser ya ejercitado, refiriéndose a las facultades o poderes jurídicos cuyo fin es promover un cambio de situación jurídica, nota característica que la diferencia de la prescripción, pues as¡ como ésta tiene por finalidad la extinción de un derecho ante la razón objetiva de su no ejercicio por el titular, y a fin de evitar la inseguridad jurídica, en la caducidad se atiende solo al hecho objetivo de la falta de ejercicio dentro el plazo prefijado, hasta el punto de que puede sostenerse en realidad que es de índole preclusiva, al tratarse de un plazo dentro del cual y únicamente dentro de él puede realizarse un acto con eficacia jurídica, de tal manera que transcurrido sin ejercitarlo impone la decadencia fatal y automática de tal derecho en razón meramente objetiva de su no utilización, y más en cuento que los derechos o facultades jurídicas conceden a su titular la facultad o poder para provocar un efecto o modificación jurídica, con el fin de producir una consecuencia de tal índole en favor del sujeto y a cargo de otros, lo que puede tener lugar haciendo cesar un preexistente estado de derecho, hasta el punto de que, en definitiva, se es titular de la acción creadora y no del derecho creado, ya que para que surja éste es condición indispensable que se pongan en ejercicio en el plazo prefijado, pues si transcurre sin que la acción concedida se utilice desaparecen los derechos correspondientes, situación incluso apreciable de oficio en instancia, según proclaman las sentencias de esta Sala de 25 de Septiembre de 1950, 24 de Noviembre de 1953, 5 de Julio de 1957 y 18 de Octubre de 1963; finalmente la de 5 de Julio de 1957 aclara que la caducidad responde a la necesidad de dar seguridades al tráfico jurídico y la prescripción se funda en la conveniencia de poner término a incertidumbre de los derechos, entendiéndolos abandonados cuando su titular no los ejercita.".

. derechos caducables.

      Excluidos así del ámbito de la caducidad en sentido estricto ciertos supuestos que no encajaban muy bien en su estructura, quedan como derechos caducables los siguientes:


1) Los que por no estar en el comercio de los hombres no son susceptibles de prescripción, sin que tampoco sea conveniente su duración indefinida; así las facultades, acciones y derechos relativos al estado civil de la persona.


2) Los derechos potestativos o de configuración jurídica como las acciones para pedir la anulación resolución o rescisión de los negocios jurídicos.


3) Por último las facultades que se han independizado adquiriendo la condición de derechos secundarios, como el derecho de retorno de la Ley de Arrendamientos urbanos y los distintos derechos de adquisición (tanteo, retracto y opción.).

. efectos de la caducidad.


1) La caducidad a diferencia de la prescripción no supone un cambio en la situación jurídica preexistentes. Esa permanecerá sin cambio, quedando únicamente consolidada o libre de un peligro.


2) La caducidad puede y debe ser apreciada de oficio por las autoridades judiciales y administrativas. así la Dirección General en Resolución de 28 de Noviembre de 1978, ha admitido la posibilidad de que se cancelada de oficio la inscripción de una condición resolutoria si de los mismos libros del Registro resulta su caducidad.
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